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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

24325 Sala Segunda. Sentencia 149/1996, de 30
de septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.305/1993. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid recaído en recurso de
apelación contra Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 1de Alcalá de Henares
en juicio verbal. Vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: Indefensión impu­
table a inactividad del órgano judicial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.305/93, promovido
por la entidad «Rentsicar Centro, S. A.», representada
por el Procurador de los Tribunales don Roberto Granizo
Palomeque y asistida por el Letrado don José Manuel
Olivares Abad, contra el Auto de la Sección Decimoctava
de la Audiencia Provincial de Madrid, de 26 de octubre
de 1993, recaído en recurso de apelación núm. 13/93
contra la Sentencia del Juzg¡¡do de Primera Instancia
núm. 1 de Alcalá de Henares, de 2 de diciembre de 1992,
en juicio verbal núm. 236/92. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal y Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon
y González-Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de
este Tribunal el día 10 de noviembre de 1993 don Rober­
to Granizo Palomeque, Procurador de los Tribunales y
de «Rentsicar Centro, S. A.», interpuso el recurso de
amparo del que se ha hecho mérito en el encabe­
zamiento.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
de amparo, sucintamente expuestos, son los siguientes:

a) El Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Alcalá
de Henares dictó Sentencia el día 2 de diciembre
de 1992 en autos de juicio verbal núm. 236/92, deses­
timando la pretensión deducida por la entidad deman­
dante de amparo.

b) Notificada tal resolución, la representación pro­
cesal de la mencionada sociedad, don Angel Jesús Gui­
Ilén Pérez, Procurador de los Tribunales en Alcalá de
Henares, presentó un escrito ante el Juzgado de Primera

Instancia interponiendo recurso de apelación contra la
referida Sentencia, que fue impugnada por la parte
contraria.

c) Remitidos los autos a la Audiencia Provincial, la
Secretarí¡¡ de la Sección Decimoctava, a la que corres­
pondió la tramitación del asunto, extendió diligencia de
ordenación, recordando la remisión de un exhorto al Juz­
gado Decano de Primera Instancia de Barcelona a fin
de requerir a la entidad recurrente en su domicilio sito
en calle Sanjuanistas, número 28, para que designara
un domicilio en Madrid a efectos de notificaciones dentro
del término de quince días bajo los apercibimientos lega­
les. Tal resolución fue notificada solamente al Procurador
de la parte contraria, Sr. Deleito García.

El Juzgado Decano de Primera Instancia de Barcelona
dio cumplimiento al exhorto, personándose el Oficial
habilitado del Juzgado de Primera Instancia núm. 42 .
de esa ciudad en la dirección indicada, donde constató
que el local sito en tal lugar estaba cerrado, y pregun­
tados los vecinos manifestaron que la empresa recurren­
te en amparo ocupaba el principal primero de dicho
inmueble, si bien hacia dos años aproximadamente que
se había marchado de Barcelona.

d) Recibido el referido exhorto con resultado nega­
tivo, la Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial
de Barcelona dictó Auto el día 13 de mayo de 1993,
en el que a tenor de lo dispuesto en el arto 734 LEC.,
declaró decaído el derecho de la demandante de amparo
a sostener la apelación y la firmeza de la Sentencia de
instancia.

Tal resolución fue notificada al Procurador de la parte
apelada, Sr. Deleito García, y asimismo se libró exhorto
al Juzgado Decano de Barcelona a fin de que procediera
a la notificación del Auto a la sociedad recurrente en
la misma dirección a.nterior, paseo Sanjuanistas, núme­
ro 28, de esa ciudad.

Devuelto el exhorto a la Audiencia Provincial por no
acompañarse la correspondiente cédula de notificación
y remitido nuevamente al Juzgado Decano de Barcelona,
se procedió a la práctica de la diligencia interesada, si
bien resultó negativa, indicando un vecino que se hallaba
en el lugar, que la empresa actora se habia trasladado
de dicha dirección hacia tiempo.

Recibido el exhorto en la Audiencia Provincial. por
diligencia de ordenación de la Secretaría, se procedió
a notificar el mencionado Auto mediante edictos en el
tablón de anuncios de esa Secretaría, remitiéndose el
día 30 de septiembre los autos al Juzgado de Primera
Instancia de Alcalá de Henares, que procedió a notificar
lo acordado al Procurador de la actora Sr. Granizo
Palomeque.

e) El día 21 de octubre de 1993 el referido Pro­
curador presentó un escrito ante la Sala Decimoctava
de la Audiencia Provincial de Madrid en el que interponía
recurso de súplica contra el Auto que declaró decaído
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el derecho de la actora, alegando el desconocimiento
de lo actuado y la indefensión de la recurrente.

Tal recurso fue desestimado por Auto de la referida
Sección, de 26 de octubre de 1993, que confirmó la
anterior decisión al no haber designado la actora domi­
cilio en Madrid a fin de notificaciones.

3. La entidad recurrente sostiene que se ha vulne­
rado el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
por cuanto se le ha impedido acceder al recurso de ape­
lación como consecuencia de un «error materia!», cual
es la omisión de la designación de domicilio en Madrid,
y sin habérsele dado oportunidad de subsanar tal defecto
procesal. Afirma que la Sala declaró caducada la ape­
lación por no haber designado domicilio en esta ciudad,
sin haberle requerido previamente a través del Procu­
rador que la representaba en el proceso civil. y que inter­
puso el recurso de apelación.

4. Tras recabar la remisión de las actuaciones
correspondientes al rollo de apelación 13/93, en el que
recayó el Auto impugnado, la Sección Cuarta de este
Tribunal por providencia de 18 de abril de 1994 acordó
admitir a trámite la demanda de amparo y, al encontrarse
las actuaciones en la Sala, dirigir atenta comunicación
a la Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid a fin de que procediera a emplazar, para que
pudieran comparecer en el presente recurso de amparo
a quienes hubieran sido parte en el procedimiento, excep­
to al recurrente en amparo, y con exclusión de quienes
quisieran coadyuvar con el recurrente o formular impug­
nación y les hubiera transcurrido el plazo que la LOTC
establece para recurrir.

5. Por providencia de 30 de junio de 1994 la Sec­
ción Tercera acordó, de conformidad con el art. 52.1
LOTC, dar vista de las actuaciones de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal por plazo de veinte días, dentro de los cuales
podían presentar las alegaciones pertinentes.

6. La representación procesal de la entidad
recurrente en amparo presentó sus alegaciones median­
te escrito registrado el 28 de julio de 1994 en el que
daba por reproducidas las manifestaciones contenidas
en el escrito de demanda, y suplicando que se dictara
Sentencia concediendo el amparo solicitado.

7. Con fecha 7 de septiembre de 1994. el Ministerio
Fiscal evacuó el traslado conferido interesando la esti­
mación del recurso de amparo.

Tras dar por reproducidos los antecedentes del pre­
sente proceso y resumir el fundamento de.la demanda,
el Ministerio Público trae a colación la doctrina de este
Tribunal Constitucional. que establece que las normas
que confieren requisitos procesales deben ser aplicadas
por los Tribunales ieniendo siempre presente el fin pre­
tendido por la ley y procurar la mayor efectividad del
derecho fundamental, evitando formalismos contrarios
al espíritu y finalidad de la ley y convertir cualquier irre­
gularidad procesal en un obstáculo insalvable para la
prosecución del proceso. En el presente supuesto, afirma
el Ministerio Fiscal. la aplicación de la anterior doctrina
conduce a afirmar la existencia de la vulneración cons­
titucional denunciada en el recurso de amparo. El órgano
judicial requirió a la entidad recurrente en amparo para
que designara domicilio en Madrid a efectos de noti­
ficaciones; sin embargo tal requerimiento no surtió efec­
to alguno porque no había llegado a su destinatario y,
por tanto, no se pudo subsanar por la actora el referido
defecto procesal. Por consiguiente la Audiencia Provin­
cial en el caso examinado pudo agotar su actividad pro­
cesal para lograr la eficacia del requerimiento practicán­
dolo con el Procurador de la parte. representante de

la recurrente. que aparecía debidamente identificado,
tanto en la instancia como en el escrito de apelación.
La falta de actividad judicial exigible al órgano judicial
que debió asegurarse que el requerimiento llegaba a
su destinatario dándole así la oportunidad a éste de
defensa y evitar la indefensión que supone la violación
del derecho a la tutela judicial efectiva reconocida en
el arto 24.1 C.E. Por tal razón, el Ministerio Fiscal interesa
que se dicte Sentencia estimando el recurso de amparo
al estimar que las resoluciones impugnadas vulneran el
referido derecho fundamental.

8. Por providencia de 26 de septiembre de 1996,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 30 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto del presente recurso de amparo el Auto
de la Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial
de Madrid, que declaró decaído el derecho de la entidad
recurrente a sostener el recurso de apelación formulado
contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
de Alcalá de Henares, con fundamento en que no había
designado domicilio en Madrid a efectos de notificacio­
nes. Tanto la sociedad recurrente en amparo como el
Ministerio Fiscal sostienen que tal decisión que impidió
la tramitación del recurso de apelación deducido, vulnera
el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en
el arto 24.1 C.E. por cuanto el órgano judicial declaró
caducado el recurso sin conceder realmente a la entidad
actora oportunidad para la subsanación del defecto
advertido, consistente en la omisión de la fijación de
domicilio en la sede de la Audiencia Provincial.

2. Reiteradas resoluciones de este Tribunal han
declarado que la tutela que los órganos jurisdiccionales
han de dispensar a los derechos e intereses legítimos
exige que, al examinar el cumplimiento de los requisitos
procesales, el órgano judicial está obligado a ponderar
la entidad real del vicio advertido, en relación con el
cierre del proceso y del "cceso a la justicia que de él
pueda derivar y, "demás, permitir siempre que sea posi­
ble, la subsanación del vicio advertido (STC 49/1989),
pues, si el órgano judicial no hace lo posible para la
subsanación del defecto procesal que pudiera conside­
rarse como subsanable o impone un rigor en las exi­
gencias más allá de la finalidad a que la misma responde,
la resolución judicial que cerrase la vía del proceso o
del recurso sería incompatible con 1" efectividad del dere­
cho a la tutela judicial (STC 36/1986). Asimismo hemos
declarado que no son constitucionalmente admisibles
obstáculos al enjuiciamiento del fondo del asunto que
sean innecesarios y excesivos y carezcan de razonabi­
lidad y proporcionalidad respecto de las finalidades para
las que se establecen (SSTC 3/1983, 99/1985,
60/1991.48/1995 y 76/1996).

3. A la luz de la doctrina expuesta, debemos analizar
si la resolución impugnada. que declaró decaído el dere­
cho de la entidad recurrente a sostener el recurso de
apelación en atención a que en el escrito de interposición
del recurso no se designaba domicilio en Madrid a efec­
tos de notificaciones, como exige el párrafo 2. 0 del
art. 734 L.E.C.. supone una ponderación inadecuada del
referido defecto procesal que vulnera el derecho fun­
damental reconocido en el "rt. 24.1 C.E. o, si, por el
contrario, tal decisión judicial es conforme con el con­
tenido de este derecho.

Para resolver la cuestión planteada. resulta necesario
recordar brevemente los antecedentes del supuesto exa­
minado. Don Angel Jesús Guillén Pérez, Procurador de
los Tribunales en Alcalá de Henares, actuando como
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representante de la entidad recurrente en amparo.
presentó escrito ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Alcalá de Henares. interponiendo recurso de
apelación contra la Sentencia dictada en el juicio verbal
núm. 236/92. Una vez recibidas las actuaciones en la
Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid. por diligencia de ordenación de la Secretaría
de la Sección. se acordó requerir a la actora -en la
dirección de Barcelona que constaba en autos- para
que designara domicilio en Madrid a efectos de noti­
ficaciones en el término de quince días. y ello «bajo
los apercibimientos legales».

Remitido exhorto al Juzgado Decano de Barcelona
se procedió a su cumplimiento. constituyéndose el Oficial
habilitado en el lugar indicado como domicilio de la enti­
dad actora. donde se manifestó por los vecinos al referido
funcionario judicial que la entidad actora se habia ausen­
tado del lugar hacia aproximadamente dos años. Segui­
damente. y sin intentar el requerimiento ni la localización
de la actora a través del representante de la misma.
que habia interpuesto en su nombre el recurso de ape­
lación ante el Juzgado. el Procurador Sr. Guillén Pérez.
la Sección Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid dictó Auto declarando caducado el recurso y
decaído el derecho de la actora a sostener el recurso
de apelación por no haber designado domicilio en Madrid
para ser notificada.

A pesar del resultado negativo de la anterior diligencia
en el domicilio de Barcelona. nuevamente se acordó por
la Secretaría de la Sección la notificación de esta última
decisión judicial a la actora en la misma dirección. remi­
tiendo para ello nuevo exhorto al Juzgado Decano de
Barcelona que. al igual que el anterior intento. resultó
negativo.

Recibidas las actuaciones en el Juzgado de Alcalá
de Henares. y notificado el Auto al Procurador de la
actora Sr. Guillén perez. la entidad recurrente. represen­
tada por el Procurador de Madrid Sr. Granizo Palomeque.
presentó un escrito ante la Audiencia Provincial inter­
poniendo recurso de súplica contra el Auto de la Sección
en el que alegaba el desconocimiento del requerimiento
e invocaba el derecho a la tutela judicial efectiva. recurso
que fue desestimado por el citado órgano judicial con
fundamento en lo dispuesto en el arto' 734 L.E.C.

4. En el presente supuesto debemos admitir el plan­
teamiento de la entidad actora de que la falta de desig­
nación de domicilio en Madrid a efectos de notificaciones
era un defecto procesal subsanable. y así lo entendió
también el propio órgano judicial. que. tras constatar
la omisión de este requisito. procedió de oficio a con­
ceder un plazo a la sociedad actora para su subsanación.

Sin embargo. la cuestión se plantea en orden a la
eficacia del requerimiento efectuado y a la decisión adop­
tada tras su resultado negativo. En efecto. si bien la
Sala estimó que la omisión advertida era por su entidad
un defecto subsanable. realmente no llegó a conceder
a la sociedad recurrente la oportunidad para que pudiera
cumplir tal presupuesto. pues. como se deduce de las
actuaciones. el requerimiento no llegó a practicarse en
ningún momento con la actora. Por consiguiente. la ine­
ficacia de tal requerimiento impidió que la recurrente
tuviera en realidad conocimiento del defecto formal
observado ni tampoco la oportunidad de subsanarlo.
Ante el resultado negativo del requerimiento. el órgano
judicial no intentó nuevamente la práctica de tal dili­
gencia con el Procurador que figuraba en el escrito de
interposición del recurso. el cual corno representante
procesal en la instancia de la actora. podía ser notificado
y requerido para remediar la omisión procesal. Bien al
contrario. la Sala. sin más trámite. y conociendo que
el requerimiento no se había practicado con su desti-

natario. declaró decaido el derecho de la actora a man­
tener el recurso de apelación. Es más. tras haberse per­
sonado la sociedad actora mediante un nuevo Procu­
rador colegiado en Madrid interponiendo recurso de
súplica. el mencionado órgano'judicial. sin ponderar ade­
cuadamente las específicas circunstancias concurrentes
-en concreto. el resultado negativo del requerimiento-o
procedió a confirmar su anterior decisión.

A la vista de los antecedentes expuestos cabe concluir
que la subsanación acordada por la Audiencia del defec­
to que se había producido en el escrito interponiendo
el recurso de apelación. una vez que el requerimiento
para la subsanación no pudo hacerse personalmente a
la apelante por resultar desconocido su domicilio. pudo
y debió hacerse a su Procurador en la instancia que

¡fue quien suscribió el escrito en el que se había producido
a omisión. Al no hacerlo así la Audiencia Provincial. ni
tener por subsanada la omisión con el escrito del Pro­
curador de Madrid de interposición del recurso de súpli­
ca. no otorgó realmente a la apelante la posibilidad de
subsanar la omisión padecida. vulnerando el derecho
a la tutela judicial efectiva que se denuncia en este recur-
so de amparo. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CDNFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo Y. en con­
secuencia:

1.0 Reconocer el derecho a la entidad recurrente.
«Rentsicar Centro. S. A.». a la tutela judicial efectiva.

2. 0 Anular el Auto de 26 de octubre de 1993 de
la SeCCión Decimoctava de la Audiencia Provincial de
Madrid y el de 13 de mayo anterior confirmado por
aquél. en virtud de los cuales se tuvo a la entidad
recurrente en amparo por decaída de su derecho a sos­
tener el recurso de apelación 13/93.

3. 0 Retrotraer las actuaciones del citado recurso al
momento inmediatamente anterior al de dictarse el pri­
mero de los Autos anulados para que la Sala sustancie
el citado recurso de apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta de septiembre de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives· Antón.-Firmados y rubri­
cados·

24326 Sala Segunda. Sentencia 150/1996. de 30
de septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.643/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Alicante, recaída en recurso
de apelación, dimanante de juicio de faltas.
Vulneración del derecho a un proceso con
todas las garantías y a la presunción de ino­
cencia: Principio de contradicción procesal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente. don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam-


